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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

SISTEMA PENAL ACUSATORIO / PECULADO POR APROPIACIÓN / PRECLUSIÓN POR PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL / CONFIRMA
… el análisis que realizó el letrado al pedir la preclusión de la actuación y que adicionó al momento de la sustentación del recurso se advierte equívoca al desatender lo contemplado en las normas por él referidas, incluso incursionó en contradicciones en su postura, toda vez que en su alzada indicó que según el canon 292 C.P.P., es a partir de la imputación donde comienza a correr el término de prescripción, que lo será por un lapso igual a la mitad del máximo de la pena fijada en la ley, conforme lo prevé el artículo 83 C.P. y ello, como también lo sostuvo el letrado, no admite ninguna otra interpretación, pero aun así, dejando de lado lo por él sostenido, señaló con total desatino  que como en este caso la pena del delito de peculado oscila entre los 64 y los 180 meses, al aplicar la mencionada norma, sería “la mitad de la mitad”, esto es, la mitad del plazo que consagra el artículo 83 C.P. que para este caso sería 90, pero como el artículo 292 C.P.P., norma posterior, habla de que el tiempo sería la mitad del canon 83 C.P., ya no serían 90 meses, sino 45, lapso que estima superado.
esa postura defensiva, se pretende desconocer los límites que la normativa ha contemplado para fijar los plazos prescriptivos, una vez realizada la imputación, dando lugar a otros totalmente descontextualizados. En este caso, surge palmario que la pretensión defensiva estaba llamada al fracaso, en tanto contrario a lo sostenido por el mismo, en este asunto no se ha presentado tal fenómeno, y por consiguiente no quedaba alternativa diferente, como lo hizo el A-quo, de negar la solicitud elevada, al carecer esta de vocación de prosperidad, y por ende la Corporación acompañará dicho proveído.
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    Pereira, cinco (5) de mayo de dos mil veinticinco (2025)

  ACTA DE APROBACIÓN No 443
  SEGUNDA INSTANCIA

	Imputado: 	
	DAFB

	Identificación:
	4.515.729 expedida en Pereira (Rda.)

	Delito:
	Peculado por apropiación

	Afectado:
	La administración Pública

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) con funciones de conocimiento. 

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el auto proferido en marzo 1 de 2025, por medio del cual se negó la prescripción. Se confirma.



El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y ACTUACIÓN PROCESAL

1.1.- Los hechos fueron plasmados por el órgano persecutor en el escrito acusatorio de la siguiente manera:

“El 25 de agosto de 2015 el señor DAFB identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 4.515.729 de Pereira fue nombrado SECUESTRE del bien inmueble ubicado en la Carrera 3ª No. 23-20 y 23-33 Apartamento 301 Edificio LOS ARIAS de Pereira, Matrícula Inmobiliaria No. 290-132212, vinculado al Proceso Hipotecario instaurado por ELKIN ALBERTO LÓPEZ GONZÁLEZ en contra de CARLOS ALBERTO BURBANO MOLANO, ante el Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira. 

La denuncia proviene del Juzgado Sexto Civil Municipal y compulsa copias del Proceso Ejecutivo con Título Hipotecario No. 660014023006-2015-00088-00 para que se investigue al SECUESTRE DAFB quien recibió entre el 16 de septiembre de 2015 y el 22 de agosto de 2016, la suma de OCHO MILLONES TRESCIENTOS CINCUENTA MIL PESOS ($8.350.000) correspondiente a doce (12) cánones de arrendamiento recibidos, y que nunca consignó a órdenes del Juzgado; pese a los requerimientos del Juzgado, haciendo caso omiso a las citaciones que se le han realizado. 

Ante el incumplimiento de las obligaciones que adquirió el señor DAFB el 25 de agosto de 2015 cuando tomó posesión del cargo de SECUESTRE fue relevado del cargo y se designado un nuevo auxiliar de la justicia.”

1.2.- Identificado e individualizado el señor DAFB, se llevó a cabo ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal de Pereira (Rda.) con función de control de garantías, la audiencia preliminar (febrero 24 de 2021), por medio de la cual se le formuló imputación en calidad de autor y a título de dolo del delito de peculado por apropiación -art. 397 inc. 3° C.P.-, ante lo cual GUARDÓ SILENCIO.

1.3.- Posteriormente, la Fiscalía 28 Seccional de Pereira, presentó formal escrito de acusación (marzo 18 de 2021) donde le ratificó los cargos como autor de la conducta referida, cuyo conocimiento correspondió al Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad ante la cual se llevaron a cabo las audiencias de formulación de acusación (septiembre 8 de 2021), preparatoria (octubre 11 de 2021), y luego de varios aplazamientos cuando se iba a dar inicio a la  audiencia de juicio oral (abril 30 de 2024), el apoderado del acusado con fundamento en la causal 1ª del canon 332 C.P.P., pidió la preclusión al considerar que la conducta a juzgar no era de la peculado por apropiación al carecer DAFB de la condición de servidor público, petición que negó el A-quo y que confirmó esta Corporación (septiembre 12 de 2024). Retornado el asunto al despacho A-quo, su titular por auto de octubre 28 de 2024, manifestó que al momento de emitir la decisión se declaró impedido por encontrarse ante una causal objetiva, lo que no aceptó su homóloga del Juzgado Segundo Penal del Circuito (noviembre 6 de 2024), y allegada la actuación a esta Sala, se declaró infundado dicho impedimento (noviembre 8 de 2024). Una vez se daría inicio a la audiencia de juicio oral (marzo 1 de 2025), el apoderado del procesado, solicitó la palabra para sustentar preclusión, conforme el numeral 1ª del canon 332 C.P.P., ante la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la acción penal, por haber operado la prescripción de la acción penal y para el efecto argumentó:

-. Su defendido ha sido convocado a juicio por peculado por apropiación, ocurrida entre los años 2015 y 2016 y a la fecha han pasado 9 años y acorde con el canon 397, inciso 3° C.P. la pena de tal conducta oscila entre 64 y 180 meses. El canon 83 C.P., dispone que la acción penal prescribirá en un término igual al máximo fijado en la ley  si fuere privativa de la libertad, pero en ningún caso será inferior a 5 años, ni excederá de 20; adicionalmente, el canon 292 ídem, en el inciso segundo, dice que no podrá ser inferior a 3 años.

De acuerdo con lo señalado en la normativa aludida, la defensa podrá solicitar al juez de conocimiento la preclusión por la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la acción penal. Como su cliente está en juicio y la pena a imponer no podrá superar el mínimo de la pena impuesta en el artículo 397, esto es, 64 meses. Tenemos entonces que la mitad de 64 sería 32, pero como ha dispuesto la normativa -art. 262 C.P.P.- Ésta no puede ser inferior a 3 años y será dicho plazo el que debe tenerse en cuenta.  En este caso la imputación se llevó a cabo en febrero 24 de 2021, superándose esos tres años y por ende se debe decretar la prescripción. Agregó que la jurisprudencia ha sostenido que el término el máximo de la pena no es el descrito en el tipo penal, sino el máximo de la pena que según cada delito se ha de imponer según las circunstancias de tiempo, modo y lugar por las cuales ha sido acusado el procesado, y al ser el “máximo” de la pena a imponer el mínimo contemplado en el canon 397 -64 meses-, debe ser el plazo de 3 años, conforme al 292, el que se debe tener en cuenta y deberá decretarse la preclusión.

-. A su turno, la fiscal solicitó se despachara negativamente lo pedido, remitiéndose al artículo 20 C.P. que habla de la calidad de servidor público, que adquirió el señor DAFB desde el momento en que adquirió la designación de secuestre por parte de un juez de la República, adquirió esa condición. El tipo penal, imputado fue el de peculado por apropiación que tiene fijada pena privativa de la libertad y es el máximo de esta el que debe tenerse en cuenta, que de acuerdo con el inciso imputado del artículo 397 C.P. es de 64 a 180 meses, es decir a 15 años; además, el artículo 83 C.P. dice que “al servidor público que el ejercicio de las funciones de su cargo o con ocasión de ella realice una conducta punible o participe en ella. El término de la prescripción se aumentará en la mitad”.  De igual manera, el artículo 292 C.P. prescribe que la prescripción se interrumpe con la formulación de la imputación, y producida esta comenzará a correr de nuevo por un intervalo igual a la mitad del señalado en el artículo 83, lo que significa que para este instante podríamos pensar que está prescrita la acción penal, pero no debemos olvidar que el artículo 83 aumenta esta pena en la mitad, por lo cual no hay lugar a alegarla. Pide se aplique el artículo 139 numeral 1°, como quiera que en audiencia pasada de juicio el defensor también intentó pedir la preclusión, al argumentar que su defendido no tenía la calidad de servidor público, lo que fue negado, con miras a no permitirse la dilación de la etapa del juicio.

1.4.- El A-quo negó la preclusión y para ello sostuvo que conforme se advierte en el escrito de acusación y lo informó la defensa, la imputación se produjo en febrero 24 de 2021, lo que es trascendental para el computo prescriptivo, debiéndose tener en consideración para ello lo plasmado en el art. 83 C.P.

Al señor DAFB se le imputó el presunto delito de peculado por apropiación -inciso 3°, artículo 397 C.P.- y esa norma trae un sujeto activo calificado al hablar de servidor público, y para efectos de la prescripción, se debe tener en cuenta el máximo de la sanción, como lo dispone el artículo 83 C.P. que para este caso serían 180 meses. Según el artículo 86 C.P. la acción penal se interrumpe con la formulación de imputación, y producida esta comenzará a correr de nuevo por un término igual a la mitad del señalado en el artículo 83 C.P. La imputación fue en febrero 24 de 2021 y a partir de allí no se podrá contar más allá de la mitad del tiempo máximo, es decir 90 meses, y solo se llevan 4 años corridos desde que se interrumpió la prescripción, la que se daría para el año 2028, ello sin ir más allá del análisis que hizo la fiscal respecto de si una persona cumple funciones de servidor público, lo que también tendrá que tenerse en cuenta, por lo que se estima que tal fenómeno en este caso está distante de fenecer.

No es aplicable el mínimo del artículo 292, pues siempre hay que tener en cuenta el término máximo, como la norma lo establece ya que ese lapso se da cuando se trate de delitos inferiores a 3 años, de tal manera que las normas aplicables son el artículo 83 y 86 C.P. sin tener en cuenta, esa circunstancia que agrava por el hecho de ser servidor público.

1.5.- El defensor del acusado interpuso y sustentó recurso de apelación.

2.- Debate

2.1.- Defensa -recurrente-

Solicita se revoque la decisión y en su lugar se decrete la preclusión por prescripción de la acción penal, con fundamento en lo siguiente:

Deja claro que no es una acción dilatoria, al estar obligada la defensa moral y éticamente a echar mano de todas las herramientas legales en el ejercicio de la defensa de quien está afrontando un juicio, propone como problema jurídico a resolver si los textos legales a los que hizo alusión se deben interpretar exegéticamente para su aplicación. Aduce que conforme el canon 292 C.P.P. a partir de la imputación, comienza a correr el término de prescripción, el cual será por un lapso igual a la mitad del señalado en el artículo 83 C.P., sin que pueda inferior a 3 años, y esa norma -art. 83- dispone que la acción penal prescribirá en un tiempo igual al máximo de la pena fijada en la ley, lo cual es taxativo, y no admite otro tipo de interpretación.

Si el artículo 83 C.P. refiere que la acción penal prescribirá en la mitad del máximo de la pena fijada en la ley, y el inciso 3° del artículo 397 C.P., fija una pena de 64 a 180 meses, por consiguiente al aplicar la normativa aludida, será “la mitad de la mitad”, por cuanto es la mitad del que señala el artículo 83 C.P. que para este caso sería 90, pero ello era antes que saliera el artículo 292 modificado, donde habla que es la mitad de lo que dice el artículo 83, por lo que ya no estaríamos en 90 meses sino en 45 meses. De ahí que de tenerse en cuenta el mínimo de la pena a imponer, que serían 64 meses, pero como no puede ser inferior a 3 años -36 meses-, nos encontramos en consecuencia entre los 36 y los 54 meses (sic), plazos que ya se superaron con creces a partir de febrero 24 de 2021 y por tal motivo hay lugar a la preclusión por prescripción de la acción penal. Y repite, si el artículo 292 C.P.P. habla de la mitad del lapso mencionado en el artículo 83 y este ya hacía referencia a la mitad, hablaríamos de 45 meses y por ende se ha cumplido tal término.

2.2- Fiscalía -no recurrente-

Solicita se mantenga incólume lo decido y para ello manifiesta:

Para la judicatura, el artículo 83 C.P. habla de la prescripción de la pena cuando se cumple el máximo de la sanción imponible, que para este evento es de 15 años. En ese orden de ideas, se remite el defensor al artículo 292 C.P.P. y da un argumento en el que aterriza que tal fenómeno ya se dio, pero dicho canon dice taxativamente que esta se interrumpe con la formulación de la imputación y producida esta, tal período comenzará a correr de nuevo por uno igual a la mitad del señalado en el artículo 83. Es decir, esos 15 años se convierten en 7.5 años. Acá también nos hallamos frente a un sujeto calificado y el mismo artículo 83 C.P. dice que para la prescripción de la pena debemos tener en cuenta tal calidad y deberá incrementársele hasta la mitad de la pena imponible, de ahí que este asunto no está prescrito.

2.3.- Sustentado el recurso, el A-quo lo concedió en el efecto suspensivo y dispuso remitir el expediente digital a esta Sala para desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera
 
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004, al haberse interpuesto y sustentado recurso de apelación contra el auto que negó la prescripción de la acción penal, por parte de la defensa.

3.2.- Problema jurídico planteado

[bookmark: _Hlk99083590]El caso que concita la atención de la Sala, se contrae básicamente a establecer si fue acertado el proveído emitido por parte del A-quo, en el sentido de negar la preclusión de la acción penal, al considerar que dicho lapso no ha fenecido, o en su defecto, si la misma se presenta, acorde con la postura del recurrente, evento en el cual habrá de adoptarse la decisión que en derecho corresponda.

3.3.- Solución a la controversia

Como se indicó en la génesis de esta decisión, por parte del defensor del ciudadano DAFB, con fundamento en la causal 1ª del canon 332 C.P.P., se pidió en curso de la audiencia en la que se daría inicio al juicio oral, que se decretara la preclusión de la investigación seguida en contra de su prohijado por haber ocurrido el fenómeno prescriptivo.

A tal petición, como viene de verse se opuso la delegada del ente acusador, al sostener que ese lapso no se ha dado, máxime tenerse en cuenta la calidad de servidor público que de manera transitoria cumplía el acusado en su condición de secuestre, lo que implica que dicho plazo debe incrementarse como lo señala el canon 83 C.P.

El funcionario de primer nivel, luego de surtida la fundamentación y generado el contradictorio pertinente, negó la preclusión de la investigación al considerar, entre otras razones, que de acuerdo con lo plasmado en el canon 86 C.P. la acción penal se interrumpe con la formulación de imputación, luego de lo cual correrá de nuevo por la mitad del lapso fijado por el artículo 83 ídem, y como en este caso la pena máxima para el delito endilgado es de 180 meses, la mitad sería 90, por lo que si la imputación lo fue en febrero 24 de 2021, dicho fenómeno sucedería para el año 2028, ello, sin tener en cuenta la calidad de servidor público que incrementaría el tiempo prescriptivo.

Frente a lo que es materia de debate, debemos empezar por decir, que en efecto para que opere la preclusión con fundamento en la mencionada causal primera, y en la etapa procesal en que se encuentra la actuación, lo es por cuanto se advierte inequívocamente, que se ha consolidado al menos uno de los fenómenos jurídicos objetivos que inhiben la potestad punitiva del Estado, es decir, que impiden la prosecución del trámite procesal y de contera llevan a disponer la terminación anticipada del proceso -para este caso por prescripción-, y para ello se requiere obviamente establecer que el fenómeno que se esboza en verdad ha tenido ocasión. 

En este caso en concreto, el defensor del procesado, al sustentar la solicitud preclusiva y en su propia interpretación de los artículos 83 C.P. y 292 C.P.P.,  consideró que si la pena a imponer a su cliente no puede superar el mínimo de la fijada en el inciso 2° del artículo 397 C.P., esto es, los 64 meses, la mitad de ese lapso serían 32 meses, pero como la norma dice que esta no puede ser inferior a 3 años, es dicho tiempo el que debe ser tenido en cuenta, aunque en la alzada -como un argumento nuevo- agregó que a voces del canon 292 C.P.P., si interrumpida la prescripción empieza a correr de nuevo no puede ser por un período superior a la mitad del señalado en el artículo 83 C.P., que serían 90 meses, ello quiere decir, en su sentir, que la mitad de que habla la norma serían 45 meses, y como la imputación lo fue en febrero 24 de 2021, esos plazos se han pasado con creces, y debe prescribirse.

Para la Sala tal postura, e incluso parte de la que posteriormente esgrimió el letrado en su alzada, no puede ser de recibo alguno, dado el equívoco en que incurre, y por lo mismo, se procederá a dilucidar lo pertinente, con el fin de dar claridad al letrado, dada la confusión en la interpretación de las normas que deben aplicarse en tratándose de la prescripción de la acción penal, cuando ya se ha formulado la imputación, como acá ha ocurrido.

En este caso, se tiene que el delito por el cual se procede en contra del ciudadano DAFB, es el de peculado por apropiación, consagrado en el inciso 3°del art. 397 C.P.P., que conlleva una pena que oscila entre los 64 y los 108 meses de prisión.

Ahora bien, las normas atinentes a la prescripción de la acción penal, y que deben tenerse en consideración para resolver el asunto en conflicto, disponen: artículo 83 C.P.: “la acción penal prescribirá en un tiempo igual al máximo de la pena fijada en la ley, si fuere privativa de la libertad, pero en ningún caso será inferior a cinco (5) años, ni excederá de veinte (20) […]”., A su turno, el canon 86 ídem, establece que  “la prescripción de la acción penal se interrumpe con la formulación de acusación” y en su inciso 2°, contempla que: “Producida la interrupción del término prescriptivo, este comenzará a correr de nuevo por un tiempo igual a la mitad del señalado en el artículo 83. En este evento el término no podrá ser inferior a cinco (5) años, ni superior a diez (10).”

Así mismo, el artículo 292 C.P.P. refiere que “La prescripción de la acción penal se interrumpe con la formulación de la imputación” y a renglón expresa que “Producida la interrupción del término prescriptivo, este comenzará a correr de nuevo por un término igual a la mitad del señalado en el artículo 83 del Código Penal. En este evento no podrá ser inferior a tres (3) años”.

En relación con los plazos a que aluden los artículos 86 C.P. y 292 C.P.P. para la contabilización de los tiempos prescriptivos, cuando se ha presentado la imputación, y dada la aparente contradicción entre las mismas, la Sala de Casación Penal ha clarificado que estas tienen dos diferentes ámbitos de aplicación, al sostener que “el tiempo mínimo de cinco (5) años al que alude el inciso 2º del artículo 86 del Código Penal solamente es aplicable para los asuntos tramitados bajo la Ley 600 de 2000. En cambio, el término de tres (3) años dispuesto en el artículo 292 de la Ley 906 de 2004 es relevante únicamente para los procesos adelantados conforme a dicho estatuto procesal[footnoteRef:1]”.  [1:  CSJ SP, 14 ago. 2012. Rad 38467, reiterada en SP1372-2022, 27 abr. 2022, Rad. 5128, y autos AP168-2022, AP1138-2023, AP5769-2024 y SP762-2025, 26 mar. 2025, Rad. 66583. ] 


Ahora, como igualmente lo tiene decantado la jurisprudencia de la Sala de Casación Penal, para el cálculo de la prescripción, en aquellos eventos cuando se ha presentado la interrupción ya sea con ocasión de la formulación de imputación -como acá ocurrió, ora del traslado del escrito de acusación -para los casos que se surten para el abrigo de la Ley 1826/2017-,  ese conteo debe efectuarse a partir del día en que el acto procesal se generó y hasta “ese mismo día” pero del año que corresponda a la mitad de la pena más alta del delito respectivo, acorde con lo reglado en los artículos 83 y 292 C.P.P., el cual como se indicó en precedencia en ningún momento puede ser inferior a tres (3) años ni superior a diez (10) años, como así lo puntualizó la Sala de Casación Penal en CSJ SP2230-2022, 29 jun. 2022, rad. 57221, donde reiteró lo expuesto en AP847-2019.

En este caso en concreto, por parte de la Fiscalía se le imputaron cargos al señor DAFB en audiencia celebrada en febrero 24 de 2021, ante el Juzgado Séptimo Penal Municipal de Pereira (Rda.) con función de control de garantías, donde se le atribuyó la conducta punible de peculado por apropiación, al tenor de lo reglado en el inciso 3° del artículo 397 del estatuto punitivo, el cual contempla una pena que oscila entre los 64 y los 180 meses de prisión.  De acuerdo entonces, con lo consagrado en el artículo 292 C.P.P., ese acto de comunicación interrumpió el término de prescripción, y éste empezó a correr nuevamente por un tiempo igual a la mitad del máximo señalado en el artículo 83 C.P., que para este caso serían 90 meses -7 años y 6 meses-.

Bajo esas circunstancias será ese el espacio con el que cuenta el Estado, con miras a evitar que se genere la prescripción de la acción penal, mismo que a la hora de ahora está lejos de cumplirse, en tanto ello se daría para las calendas de agosto 24 de 2028, ello claro está, sin dejar de lado que en este asunto a voces del ente acusador, el acá procesado tiene la condición de sujeto activo calificado, aspecto en el cual no ingresará la Sala, en tanto ello será materia de debate y valoración en curso del juicio oral, al ser allí donde se determine si ostentó o no tal calidad cuando fungió como secuestre, como se plasmó en auto de septiembre 12 de 2024, por esta misma Corporación, cuando se confirmó una negativa de preclusión frente a dicho tema.

Sea como fuere y para dar mayor claridad al letrado, debe decirse que el inciso 6° del artículo 83 C.P., igualmente dispone que: “Al servidor público que en ejercicio de las funciones de su cargo o con ocasión de ellas realice una conducta punible o participe en ella, el término de prescripción se aumentará en la mitad. Lo anterior se aplicará también en relación con los particulares que ejerzan funciones públicas en forma permanente o transitoria y de quienes obren como agentes retenedores o recaudadores.” -negrillas y subrayas de la Sala-. De ahí que incluso de darse por acreditado a la hora de ahora tal aspecto, indudablemente ese incremento del período prescriptivo haría más lejana la fecha para ese fenómeno tenga ocurrencia. 

[bookmark: _Hlk141100534]Para la Sala entonces, el análisis que realizó el letrado al pedir la preclusión de la actuación y que adicionó al momento de la sustentación del recurso          -cuando se sabe que  la apelación no puede suplirse con nuevas razones que soporten la pretensión denegada, esto es con argumentos nuevos o  cuando se use para subsanar las irregularidades en que incurrió, cuando ello no es su fin[footnoteRef:2]-, se advierte equívoca al desatender lo contemplado en las normas por él referidas, incluso incursionó en contradicciones en su postura, toda vez que en su alzada indicó que según el canon 292 C.P.P., es a partir de la imputación donde comienza a correr el término de prescripción, que lo será por un lapso igual a la mitad del máximo de la pena fijada en la ley, conforme lo prevé el artículo 83 C.P. y ello, como también lo sostuvo el letrado, no admite ninguna otra interpretación, pero aun así, dejando de lado lo por él sostenido, señaló con total desatino  que como en este caso la pena del delito de peculado oscila entre los 64 y los 180 meses, al aplicar la mencionada norma, sería “la mitad de la mitad”, esto es, la mitad del plazo que consagra el artículo 83 C.P. que para este caso sería 90, pero como el artículo 292 C.P.P., norma posterior, habla de que el tiempo sería la mitad del canon 83 C.P., ya no serían 90 meses, sino 45, lapso que estima superado. [2:  Ver: CSJ AP3560-2022, 10 ago. 2022, Rad. 61858 y CSJ AP2962-2024, 5 jun. 2024. Rad. 65607. ] 


Con esa postura defensiva, se pretende desconocer los límites que la normativa ha contemplado para fijar los plazos prescriptivos, una vez realizada la imputación, dando lugar a otros totalmente descontextualizados. En este caso, surge palmario que la pretensión defensiva estaba llamada al fracaso, en tanto contrario a lo sostenido por el mismo, en este asunto no se ha presentado tal fenómeno, y por consiguiente no quedaba alternativa diferente, como lo hizo el A-quo, de negar la solicitud elevada, al carecer esta de vocación de prosperidad, y por ende la Corporación acompañará dicho proveído.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), en Sala N° 2 de Decisión Penal, CONFIRMA el auto de marzo 1 de 2025, por medio del cual el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) negó la preclusión a favor del procesado DAFB, al no haberse configurado la prescripción de la acción penal. En su lugar, se ordena que se continúe con la audiencia de juicio oral.

Se ordena que por la Secretaría de la Sala se notifique esta decisión, vía correo electrónico, a las partes e intervinientes, determinación frente a la cual no procede el recurso alguno.

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE.


CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento




JULIÁN RIVERA LOAIZA
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento





MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 
Con firma electrónica al final del documento
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